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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de agosto de 2016. 

 Comparece el Banco Popular de Puerto Rico, en 

adelante BPPR o el apelante, y solicita que revisemos 

una Sentencia dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Mayagüez, en adelante TPI, mediante 

la cual declaró ha lugar una Demanda de cobro de 

dinero contra las Sras. Rosa Julia Santana Mojica y 

Silvia Iris Aldarondo Quiñones, en adelante las 

apeladas. 

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se modifica la Sentencia apelada. 

-I- 

Según surge del expediente, el 23 de octubre de 

2009, las apeladas suscribieron un pagaré por la suma 

principal de $204,300.00 a favor de BPPR ante el 

notario J. Francisco Sepúlveda Rivera. El cumplimiento 

de la deuda se garantizó mediante una hipoteca. Además 

del pago del referido principal, las partes 

convinieron en que las apeladas pagarían las costas y 
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honorarios de abogado en caso de que se les requiriera 

reclamar el pago de la deuda por la vía judicial. La 

cláusula en cuestión dispone específicamente: 

6. INCUMPLIMIENTO DEL DEUDOR DE PAGAR 

SEGÚN REQUERIDO 

  

(A) […] 

 

(E) Pago de Costas y Gastos del 

Tenedor del Pagaré 

 

Si el Tenedor del Pagaré me ha 

notificado que tengo la obligación 

de pagar la totalidad 

inmediatamente, según establece 

anteriormente, o el Tenedor del 

Pagaré radica cobro judicial o cobro 

en un procedimiento de quiebra, el 

Tenedor del Pagaré tendrá derecho a 

cobrar sus costas y gastos para 

hacer valer este Pagaré (incluyendo, 

pero sin limitarse a, honorarios de 

abogado), los cuales se fijan en la 

suma pactada y líquida de diez por 

ciento (10%) de la suma Principal 

original.
1
 

 

Ante el incumplimiento de las apeladas con el 

contrato de préstamo, BPPR presentó una Demanda de 

cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía 

ordinaria. 

Las apeladas fueron debidamente emplazadas.
2
 

Posteriormente, el apelante presentó una moción 

en la que solicitó la anotación de rebeldía contra las 

apeladas. Acompañó con su alegación los siguientes 

documentos: 1) Declaración Jurada suscrita por un 

oficial de BPPR que acredita la deuda; 2) copia del 

Pagaré Hipotecario; 3) documento acreditando que la 

codemandada Rosa Julia Santana Mojica no forma parte 

de las Fuerzas Armadas; y 4) copia de las cartas de 

                                                 
1 Exhibit C del apelante, págs. 3-7. 
2 Exhibits A y B del apelante, págs. 1-2. 
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cobro, certificadas con acuse de recibo, dirigidas a 

las apeladas.
3
 

Conforme con la petición, el TPI dictó la 

siguiente Resolución y/u Orden: 

“Se anota la rebeldía a la parte 

demandada Rosa Julia Santana Mojica y 

Silvia Iris Aldarondo Quiñones y se dicta 

Sentencia sólo en cuanto la causa de 

acción de Cobro de dinero.”4 

 

Así las cosas, el TPI declaró ha lugar la Demanda 

de cobro de dinero y dictó la sentencia apelada. En la 

Sentencia, formuló las siguientes determinaciones de 

hechos: 

La parte demandada adeuda 

solidariamente al Banco Popular de Puerto 

Rico la suma de $180,262.47 de principal, 

más los intereses a razón del del [sic.] 

5.875% anual que se han devengado sobre 

dicha suma hasta el día 1ro de enero de 

2016 ascendentes a $8,552.08, más los 

devengados hasta esta fecha y los que se 

devenguen hasta el total y completo pago 

de la deuda, la suma de $519.48 por 

concepto de cargos por demora devengados 

hasta el 1ro de enero de 2016, más los 

cargos por demora devengados hasta esta 

fecha y los que se devenguen hasta el 

total y completo pago de la deuda y la 

suma de $20,430.00 para costas, gastos y 

honorarios de abogado del demandante 

pactados en el pagaré y en el contrato de 

hipoteca y cualesquiera otros adelantos 

para contribuciones y pólizas de seguro. 

 

Las cantidades antes mencionadas se 

encuentran determinadas, vencidas, 

líquidas y exigibles.
5
 

 

En consecuencia, el TPI condenó a las apeladas al 

pago de $180,262.47 del principal, más los intereses 

acumulados.
6
  

                                                 
3 Véase, Sentencia de 16 de febrero de 2016, Exhibit E del 

apelante, pág. 11. 
4 Exhibit D del apelante, págs. 8-9. (Énfasis en el original). 
5 Exhibit E del apelante, pág. 11. (Énfasis suplido). 
6 Id., pág. 12. 



 
 

 
KLAN201600897 

    

 

4 

Aun cuando el pleito culminó con un resultado 

favorable para BPPR, éste solicitó al TPI que 

reconsiderara la Sentencia, por no haber ordenado el 

pago de $20,430.00 por concepto de costas, gastos y 

honorarios de abogado pactados en el pagaré y 

reconocidos en las determinaciones de hecho en la 

Sentencia.
7
 

Finalmente, el TPI denegó la moción de 

reconsideración oportunamente presentada.
8
  

Inconforme con dicha determinación, BPPR presentó 

una Apelación en la que alega que el TPI cometió el 

siguiente error: 

“Incurrió en error manifiesto el Tribunal 

de Primera Instancia al negarse 

arbitrariamente y sin justificación en 

derecho a reconocer y conceder la suma de 

$20,430.00 pactada entre las partes por 

concepto de costas, gastos y honorarios 

de abogado.” 

 

Luego de revisar el escrito del apelante y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

A. 

Los contratos constituyen una de las fuentes de 

las obligaciones en el ordenamiento jurídico 

puertorriqueño.
9
 Ahora bien, en nuestro ordenamiento 

jurídico rige el principio de libertad de 

contratación, según el cual los contratantes pueden 

establecer los pactos, cláusulas y condiciones que 

                                                 
7 Exhibit F del apelante, págs. 13-14. 
8 Exhibit G del apelante, págs. 15-16. 
9 Art. 1042 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2992.   
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tengan por convenientes, siempre que no sean 

contrarios a las leyes, a la moral, ni al orden 

público.
10
 

En armonía con lo anterior, el principio de pacta 

sunt servanda establece la obligatoriedad del contrato 

según sus términos y las consecuencias necesarias 

derivadas de la buena fe.
11
 De este modo, las 

obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza 

de ley entre las partes contratantes, y deben 

cumplirse al tenor de los mismos.
12
 Por tal razón, los 

contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, 

y desde entonces obligan, no sólo al cumplimiento de 

lo expresamente pactado, sino también a todas las 

consecuencias que según su naturaleza sean conformes a 

la buena fe, al uso y a la ley.
13
 

Por otra parte, el Artículo 1233 del Código Civil 

establece que si los términos de un contrato son 

claros y no dejan duda sobre la intención de los 

contratantes, se estará al sentido literal de sus 

cláusulas.
14
 

B. 

La efectividad vinculante de los contratos de 

adhesión, es decir, aquellos en virtud de los cuales 

una sola de las partes redacta los términos y 

condiciones y la otra parte se limita a aceptarlos o 

rechazarlos, es reconocida ampliamente en nuestro 

ordenamiento jurídico. Así pues, el Tribunal Supremo 

                                                 
10 Art. 1207 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3372. 
11 BPPR v. Sucn. Talavera, 174 DPR 686, 693 (2008). 
12 Art. 1044 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2994. 
13 Art. 1210 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3375. 
14 31 LPRA sec. 3471. 
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de Puerto Rico, en adelante TSPR, ha declarado que el 

contrato de adhesión presenta el fenómeno de una 

reducción al mínimo de la bilateralidad contractual.
15
 

Al respecto, el TSPR definió los contratos de adhesión 

como: 

Aquellos en que el contenido, esto es, 

las condiciones de la reglamentación son 

obra de una sola de las partes, de tal 

modo que el otro contrayente no presta 

colaboración alguna a la formación del 

contenido contractual, quedando así 

sustituida la ordinaria determinación 

bilateral del contenido del vínculo por 

un simple acto de aceptación o adhesión 

al esquema predeterminado 

unilateralmente.
16
 

 

Como consecuencia, los contratos de adhesión han 

tenido el efecto de menoscabar el principio de la 

autonomía de la voluntad.
17
 

Ahora bien, cuando surgen discrepancias sobre el 

significado o alcance de un contrato de adhesión, este 

se debe interpretar contra la parte que lo preparó.
18
 

Sin embargo, esta regla no es absoluta. Por esa razón, 

los contratos de adhesión no siempre se deben 

interpretar liberalmente a favor del que no los 

redactó y tampoco siempre son nulos por el solo hecho 

de ser contratos de adhesión. Solo cuando contiene 

cláusulas oscuras o ambiguas, el contrato de adhesión 

se interpreta contra la parte que creó tal oscuridad.
19
 

En cambio, de no haber ambigüedad, el contrato de 

                                                 
15 Zequeira v. C.R.U.V., 83 DPR 878 (1961). 
16 Maryland Cas'y. Co. v. San Juan Rac’g Assoc., Inc., 83 DPR 559 

(1961). 
17 J. R. Vélez Torres, Curso de Derecho Civil, San Juan, Rev. Jur. 

U.I.A., 1990, Vol. II, T. IV, pág. 7. 
18 Ulpiano Casal, Inc. v. Totty Mfg. Corp., 90 DPR 739, 744 

(1964). 
19 Art. 1240 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3478. 
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adhesión debe interpretarse como cualquier otro tipo 

de contrato, según sus términos.
20
 

C. 

El Código Civil de Puerto Rico provee a los 

acreedores mecanismos para la protección y garantía de 

su derecho de crédito. Uno de ellos es la cláusula 

penal. Aunque dicho cuerpo normativo no provee una 

definición específica del término, conforme a la 

jurisprudencia y la doctrina aplicable, la cláusula 

penal es una “convención accesoria a una obligación 

principal mediante la cual se promete realizar una 

prestación, generalmente pecuniaria para el caso de 

que una de las partes no cumpla o cumpla mal o 

irregularmente lo prometido”.
21
  

Cónsono con lo anterior, el Artículo 1106 del 

Código Civil dispone que salvo pacto en contra, en las 

obligaciones con cláusula penal, la pena sustituye la 

indemnización de daños y al abono de intereses en caso 

de incumplimiento.
22
 De este modo, una cláusula penal 

asegura el cumplimiento de una obligación y anticipa 

los perjuicios que podrían ser ocasionados al acreedor 

en caso de incumplimiento.
23
 Por su carácter punitivo o 

sancionador, el alcance de una cláusula penal debe 

interpretarse restrictivamente.
24
  

                                                 
20 González v. Coop. Seguros de Vida de P.R., 117 DPR 659 (1986); 

Casanova v. P.R.-Amer. Ins. Co., 106 DPR 689 (1978); C.R.U.V. v. 

Peña Ubiles, 95 DPR 311 (1967). 
21 Coop. Sabaneña v. Casiano Rivera, 184 DPR 169, 175 (2011). 

(Citas omitidas). 
22 Id.; Levitt & Sons of P.R., Inc. v. D.A.C.O., 105 DPR 184, 193 

(1976). 31 LPRA sec. 3131. 
23 Class v. Vehicle Eqmnt. Leasing Co., 143 DPR 186, 204 (1997); 

Levitt & Sons of P.R., Inc. v. D.A.C.O., supra. 
24 WRC Props., Inc. v. Santana, 116 DPR 127, 137-138 (1985). 
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Por otro lado, el Artículo 1108 del Código Civil
25
 

faculta a los tribunales a modificar equitativamente 

la pena cuando la obligación principal hubiese sido en 

parte o irregularmente cumplida por el deudor.
26
 El 

propósito de la moderación es crear un remedio en 

equidad contra el rigor o la excesiva onerosidad de 

las cláusulas penales.
27
 Este remedio en equidad 

permite moderar la pena cuando surja una evidente 

desproporción o irrazonabilidad entre la infracción 

del contrato y la pena convenida.
28
  

Conviene destacar, que la facultad de moderación 

de los tribunales debe usarse con gran cautela, pues 

la acción de limitar la autonomía de la voluntad de 

los contratantes debe ejercitarse únicamente en 

circunstancias extraordinarias.
29
 Por ello, la 

modificación de cláusulas penales ocurre por vía de 

excepción y no como regla general.
30
  

Finalmente, en Coop. Sabaneña v. Casiano Rivera, 

supra, el TSPR se enfrentó a la controversia de si una 

cláusula análoga a la de autos, pero que imponía el 

33% del monto para gastos, costas y honorarios de 

abogado, era abusiva y contraria al orden público. 

Luego de ponderar los valores jurídicos que podrían 

ser afectados con una intervención judicial, a saber, 

la autonomía de la voluntad y la certeza de los 

negocios jurídicos, determinó que la imposición de una 

                                                 
25 31 LPRA sec. 3133. 
26 Coop. Sabaneña v. Casiano Rivera, supra, págs. 175-176. 
27 BPPR v. Sucn. Talavera, supra, págs. 710-711. 
28 Id. 
29 Coop. Sabaneña v. Casiano Rivera, supra, pág. 176; Jack’s Beach 

Resort, Inc. v. Cía. de Turismo, 112 DPR 344, 350 (1982). 
30 Jack’s Beach Resort, Inc. v. Cía. de Turismo, supra. 
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pena de 33% para gastos y honorarios de abogado era 

razonable y no atentaba contra el orden público 

contractual.
31
  

-III- 

 BPPR sostiene que erró el TPI al no incluir en su 

Sentencia el pago de $20,430.00 por concepto de 

costas, gastos y honorarios de abogado, según pactados 

por las partes en el pagaré. Tiene razón. 

 En este caso, las apeladas suscribieron un pagaré 

en el que se obligaron a pagar el 10% del principal 

adeudado por concepto de costas, gastos y honorarios 

de abogado en caso de que el tenedor del pagaré 

tuviese que instar una acción judicial de cobro de 

dinero. Dicha disposición constituye una cláusula 

penal válida, fruto de la autonomía de la voluntad y 

promotora de la certeza de los negocios jurídicos. 

“Interferir con ella sin justificación alguna es un 

acto de trastocar una de las bases de nuestro 

ordenamiento jurídico que sostiene gran parte de las 

relaciones sociales y comerciales”.
32
 Por otro lado, 

tampoco se configura ninguna de las causas que 

justifican moderar la pena. En consecuencia, erró el 

TPI al no conceder la cuantía pactada por las partes 

por concepto de costas, gastos y honorarios de 

abogado. 

-IV- 

 Por los fundamentos previamente expuestos, se 

modifica la Sentencia apelada a los únicos efectos de 

                                                 
31 Coop. Sabaneña v. Casiano Rivera, supra, pág. 182. 
32 Id. 
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incluir la partida de $20,430.00 por concepto de 

costas, gastos y honorarios de abogado, según consta en 

el pagaré suscrito por las partes.  Así modificada, se 

confirma la Sentencia en todo lo demás. Se devuelve el 

caso al TPI para que actúe de conformidad con la 

presente Sentencia. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


